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CRÉDITO INTERCICLO 

ANEXO DE DISPOSICIONES LEGALES 

 

- LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS 

Artículo 11 Bis 1. Los Clientes contarán con un período de gracia de diez días hábiles posteriores a la firma de un contrato de 

adhesión que documenten operaciones masivas establecidas por las disposiciones de carácter general a que se refiere el 

artículo 11 de la presente Ley, con excepción de los créditos con garantía hipotecaria, para cancelarlo, en cuyo caso, las 

Entidades no podrán cobrar Comisión alguna, regresando las cosas al estado en el que se encontraban antes de su firma, sin 

responsabilidad alguna para el Cliente. Lo anterior, siempre y cuando el Cliente no haya utilizado u operado los productos 

o servicios financieros contratados. 

 

- DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA APLICABLES A LAS 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO Y SOCIEDADES FINANCIERAS DE OBJETO MÚLTIPLE, ENTIDADES 

REGULADAS 

Artículo 23. Con excepción de las operaciones de Crédito Garantizado a la Vivienda, el Usuario podrá convenir por escrito la 

terminación de operaciones activas, por conducto de otra Institución Financiera que se denominará receptora, la cual, en caso 

de ser procedente, debe abrir una cuenta a nombre del Usuario y comunicar a la Institución Financiera transferente su 

compromiso sobre la veracidad y legitimidad de la instrucción de terminación por parte del Usuario. La Institución Financiera 

receptora liquidará el adeudo del Usuario, convirtiéndose en acreedora del mismo por el importe correspondiente, y llevará a 

cabo los trámites respectivos, bajo su responsabilidad y sin cobro de Comisión alguna por tales gestiones. Una vez abierta la 

nueva cuenta, la Institución Financiera receptora debe entregar al Usuario el Contrato de Adhesión, carátula y estado de cuenta 

en los términos establecidos en las presente Disposiciones y confirmarle el pago y cancelación de las operaciones con la 

Institución Financiera transferente. La Institución Financiera receptora, cuando ofrezca estos servicios, debe recibir por escrito 

en sus sucursales, las solicitudes de terminación de operaciones activas que los Usuarios deseen realizar con otras 

Instituciones Financieras. Los documentos originales en los que conste la manifestación de la voluntad del Usuario para dar 

por terminada la relación contractual con la Institución Financiera transferente, deben ser conservados por la Institución 

Financiera receptora como evidencia en su expediente, en el que debe en el que conste el mecanismo de verificación de 

identidad utilizado. 

Artículo 26. En la terminación de operaciones activas o pasivas que el Usuario solicite por conducto de la Institución Financiera 

receptora, la Institución Financiera transferente deberá: I. Requerir al Usuario confirmación de haber solicitado a la Institución 

Financiera receptora el servicio de cancelación y transferencia de recursos a través de los datos de localización que tenga 

convenidos con la Institución Financiera transferente; II. Dar a conocer a la Institución Financiera receptora, la información 

respecto al saldo y aquella que resulte necesaria para la terminación de la operación solicitada por el Usuario; III. En el caso 

de operaciones pasivas, previa confirmación prevista en la fracción I, transferir los recursos objeto de la operación de que se 

trate a la cuenta que sea indicada por la Institución Financiera receptora, a más tardar al tercer día hábil bancario contado a 

partir de la recepción de la solicitud; IV. Una vez realizado el retiro del saldo, la Institución Financiera transferente deberá 

renunciar a sus derechos de cobro residuales, que pudieran subsistir después del momento de la cancelación. A partir de la 

transferencia de los recursos, se extinguen los derechos y obligaciones de los contratos cancelados, y V. En el movimiento de 

recursos entre transferente y receptor, la operación de cargo en una institución y abono en la otra deberá realizarse con la 

misma fecha valor. 

 

- LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 

Artículo 294.- Aun cuando en el contrato se hayan fijado el importe del crédito y el plazo en que tiene derecho a hacer uso de 

él el acreditado, pueden las partes convenir en que cualquiera o una sola de ellas estará facultada para restringir el uno o el 

otro, o ambos a la vez, o para denunciar el contrato a partir de una fecha determinada o en cualquier tiempo, mediante aviso 

dado a la otra parte en la forma prevista en el contrato, o a falta de ésta, por ante notario o corredor, y en su defecto, por 

conducto de la primera autoridad política del lugar de su residencia, siendo aplicables al acto respectivo los párrafos tercero y 

cuarto del artículo 143. 

Cuando no se estipule término, se entenderá que cualquiera de las partes puede dar por concluido el contrato en todo tiempo, 

notificándolo así a la otra como queda dicho respecto del aviso a que se refiere el párrafo anterior. 

Denunciado el contrato o notificada su terminación de acuerdo con lo que antecede, se extinguirá el crédito en la parte de que 

no hubiere hecho uso el acreditado hasta el momento de esos actos; pero a no ser que otra cosa se estipule, no quedará 

liberado el acreditado de pagar los premios, comisiones y gastos correspondientes a las sumas de que no hubiere dispuesto, 

sino cuando la denuncia o la notificación dichas procedan del acreditante. 

Artículo 295.- Salvo convenio en contrario, el acreditado puede disponer a la vista de la suma objeto del contrato. 
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Artículo 299.- El otorgamiento o transmisión de un título de crédito o de cualquier otro documento por el acreditado al 

acreditante, como reconocimiento del adeudo que a cargo de aquél resulte en virtud de las disposiciones que haga del crédito 

concedido, no facultan al acreditante para descontar o ceder el crédito así documentado, antes de su vencimiento, sino hasta 

cuando el acreditado lo autorice a ello expresamente. 

Negociado o cedido el crédito por el acreditante, éste abonará al acreditado, desde la fecha de tales actos, los intereses 

correspondientes al importe de la disposición de que dicho crédito proceda, conforme al tipo estipulado en la apertura de crédito; 

pero el crédito concedido no se entenderá renovado por esa cantidad, sino cuando las partes así lo hayan convenido. 

 

- LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

Artículo 68. Los contratos o las pólizas en los que, en su caso, se hagan constar los créditos que otorguen las instituciones de 

crédito, junto con los estados de cuenta certificados por el contador facultado por la institución de crédito acreedora, serán 

títulos ejecutivos, sin necesidad de reconocimiento de firma ni de otro requisito. El estado de cuenta certificado por el contador 

a que se refiere este artículo, hará fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 

resultantes a cargo de los acreditados o de los mutuatarios. El estado de cuenta certificado antes citado deberá contener 

nombre del acreditado; fecha del contrato; notario y número de escritura, en su caso; importe del crédito concedido; capital 

dispuesto; fecha hasta la que se calculó el adeudo; capital y demás obligaciones de pago vencidas a la fecha del corte; las 

disposiciones subsecuentes que se hicieron del crédito, en su caso; tasas de intereses ordinarios que aplicaron por cada 

periodo; pagos hechos sobre los intereses, especificando las tasas aplicadas de intereses y las amortizaciones hechas al 

capital; intereses moratorios aplicados y tasa aplicable por intereses moratorios. Para los contratos de crédito a que se refiere 

el primer párrafo de este artículo, el estado de cuenta certificado que expida el contador sólo comprenderá los movimientos 

realizados desde un año anterior contado a partir del momento en el que se verifique el último incumplimiento de pago. 

Artículo 112.- Se sancionará con prisión de tres meses a dos años y multa de treinta a dos mil días de salario cuando el monto 

de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, no exceda del equivalente a dos mil días de salario. 

Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda de dos mil y no de cincuenta 

mil días de salario; se sancionará con prisión de dos a cinco años y multa de dos mil a cincuenta mil días de salario. Cuando el 

monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial según corresponda, exceda de cincuenta mil, pero no de trescientos 

cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de cinco a ocho años y multa de cincuenta mil a doscientos cincuenta 

mil días de salario. Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial según corresponda, exceda de 

trescientos cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de ocho a quince años y multa de doscientos cincuenta mil 

a trescientos cincuenta mil días de salario. Considerando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, las 

sanciones previstas en este artículo se impondrán a: I. Las personas que con el propósito de obtener un crédito, proporcionen 

a una institución de crédito, datos falsos sobre el monto de activos o pasivos de una entidad o persona física o moral, si como 

consecuencia de ello resulta quebranto o perjuicio patrimonial para la institución; Serán sancionados hasta en una mitad más 

de las penas previstas en este artículo, aquéllos funcionarios, empleados o comisionistas de terceros intermediarios o de 

constructoras, desarrolladoras de inmuebles y/o agentes inmobiliarios o comerciales, que participen en la solicitud y/o trámite 

para el otorgamiento del crédito, y conozcan la falsedad de los datos sobre los montos de los activos o pasivos de los 

acreditados, o que directa o indirectamente alteren o sustituyan la información mencionada, para ocultar los datos reales sobre 

dichos activos o pasivos; II. Las personas que para obtener créditos de una institución de crédito, presenten avalúos que no 

correspondan a la realidad, resultando como consecuencia de ello quebranto o perjuicio patrimonial para la institución; III. Los 

consejeros, funcionarios, empleados de la Institución de crédito o quienes intervengan directamente en la autorización o 

realización de operaciones, a sabiendas de que éstas resultarán en quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución. Se 

consideran comprendidos dentro de lo dispuesto en el párrafo anterior y, consecuentemente, sujetos a iguales sanciones, los 

consejeros, funcionarios, empleados de instituciones o quienes intervengan directamente en lo siguiente: a) Que otorguen 

créditos a sociedades constituidas con el propósito de obtener financiamientos de instituciones de crédito, a sabiendas de que 

las mismas no han integrado el capital que registren las actas constitutivas correspondientes; b) Que para liberar a un deudor, 

otorguen créditos a una o varias personas físicas o morales, que se encuentren en estado de insolvencia, sustituyendo en los 

registros de la institución respectiva unos activos por otros; c) Que otorguen créditos a personas físicas o morales cuyo estado 

de insolvencia les sea conocido, si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar 

o responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la Institución; d) Que 

renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el inciso anterior si resulta 

previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o responder por el importe de las sumas 

acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la Institución; e) Que a sabiendas, permitan a un deudor desviar 

el importe del crédito en beneficio propio o de terceros, y como consecuencia de ello, resulte quebranto o perjuicio patrimonial 

a la institución, y f) Que lleven a cabo aquellas operaciones que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en términos del 

artículo 74 de la presente Ley, haya señalado expresamente como operaciones que la institución de banca múltiple de que se 

trate no podrá realizar durante el periodo indicado por dicha Comisión para la vigencia de la medida prudencial que haya 
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ordenado conforme a dicho artículo. Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera 

que causen un quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos de 

reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta Ley. IV. Los deudores que no 

destinen el importe del crédito a los fines pactados, y como consecuencia de ello resulte quebranto o perjuicio patrimonial a la 

institución, y V. Los acreditados que desvíen un crédito concedido por alguna institución a fines distintos para los que se otorgó, 

si dicha finalidad fue determinante para el otorgamiento del crédito en condiciones preferenciales. 

 

- DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES 

DE CRÉDITO 

38ª.- Para efectos de determinar aquellas Operaciones que sean Inusuales, las Entidades deberán considerar, entre otras, las 

siguientes circunstancias, con independencia de que se presenten en forma aislada o conjunta: I. Las condiciones específicas 

de cada uno de sus Clientes, como son, entre otras, sus antecedentes, el grado de Riesgo en que lo haya clasificado la Entidad 

de que se trate, así como su ocupación, profesión, actividad, giro del negocio u objeto social correspondiente; II. Los tipos, 

montos, frecuencia y naturaleza de las Operaciones que comúnmente realicen sus Clientes o, en su caso, sus Usuarios que 

tengan registrados y, tratándose de Clientes, la relación que guarden con los antecedentes y la actividad económica conocida 

de ellos; III. Los montos inusualmente elevados, la complejidad y las modalidades no habituales de las Operaciones que realicen 

los Clientes o, en su caso, los Usuarios que tengan registrados; IV. Las Operaciones realizadas en una misma cuenta, así como 

aquellas llevadas a cabo por un mismo Usuario con moneda extranjera, cheques de viajero y monedas acuñadas en platino, 

oro y plata, por montos múltiples o fraccionados que, por cada Operación individual, sean iguales o superen el equivalente a 

quinientos dólares de los Estados Unidos de América, realizadas en un mismo mes calendario que sumen, al menos, la cantidad 

de diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en la moneda de que se trate, siempre que las mismas 

no correspondan al perfil transaccional del Cliente o que, respecto de aquellas realizadas por Usuarios, se pueda inferir de su 

estructuración una posible intención de fraccionar las Operaciones para evitar ser detectadas por las Entidades para efectos 

de estas Disposiciones; V. Los usos y prácticas crediticias, fiduciarias, mercantiles y bancarias que priven en la plaza en que 

operen; VI. Cuando los Clientes o Usuarios se nieguen a proporcionar los datos o documentos de identificación 

correspondientes, señalados en los supuestos previstos al efecto en las presentes Disposiciones, o cuando se detecte que 

presentan información que pudiera ser apócrifa o datos que pudieran ser falsos; VII. Cuando los Clientes o Usuarios intenten 

sobornar, persuadir o intimidar al personal de las Entidades, con el propósito de lograr su cooperación para realizar actividades 

u Operaciones Inusuales o se contravengan las presentes Disposiciones, otras normas legales o las políticas, criterios, medidas 

y procedimientos de la Entidad en la materia; VIII. Cuando los Clientes o Usuarios pretendan evadir los parámetros con que 

cuentan las Entidades para reportar las Operaciones a que se refieren las presentes Disposiciones; IX. Cuando se presenten 

indicios o hechos extraordinarios respecto de los cuales la Entidad de que se trate no cuente con una explicación, que den 

lugar a cualquier tipo de suspicacia sobre el origen, manejo o destino de los recursos utilizados en las Operaciones respectivas, 

o cuando existan sospechas de que dichos indicios o hechos pudieran estar relacionados con actos, omisiones u Operaciones 

que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en 

los artículos 139 ó 148 Bis del Código Penal Federal, o que pudiesen ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo 

ordenamiento legal; X. Cuando las Operaciones que los Clientes o Usuarios pretendan realizar involucren países o 

jurisdicciones: a) Que la legislación mexicana considera que aplican regímenes fiscales preferentes, o b) Que, a juicio de las 

autoridades mexicanas, organismos internacionales o agrupaciones intergubernamentales en materia de prevención de 

operaciones con recursos de procedencia ilícita o financiamiento al terrorismo de los que México sea miembro, no cuenten con 

medidas para prevenir, detectar y combatir dichas operaciones, o bien, cuando la aplicación de dichas medidas sea deficiente. 

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, la Secretaría pondrá a disposición de las Entidades a través de medios de 

consulta en la red mundial denominada Internet, la lista de los países y jurisdicciones que se ubiquen en los supuestos 

señalados en dicho párrafo; XI. Cuando una transferencia electrónica de fondos sea recibida sin la totalidad de la información 

que la debe acompañar, de acuerdo con lo previsto en la 16ª de las presentes Disposiciones; XII. Cuando se presuma o existan 

dudas de que un Cliente o Usuario opera en beneficio, por encargo o a cuenta de un tercero, sin que lo haya declarado a la 

Entidad de que se trate, de acuerdo con lo señalado en las presentes Disposiciones o bien, la Entidad no se convenza de lo 

contrario, a pesar de la información que le proporcione el Cliente o Usuario a que se refiere el segundo párrafo de la 31ª de 

estas Disposiciones, y XIII. Las condiciones bajo las cuales operan otros Clientes que hayan señalado dedicarse a la misma 

actividad, profesión o giro mercantil, o tener el mismo objeto social. 

Cada Entidad deberá prever en el documento de políticas, criterios, medidas y procedimientos internos a que se refiere la 64ª 

de las presentes Disposiciones, o bien, en algún otro documento o Manual elaborado por la propia Entidad, los mecanismos 

con base en los cuales deban examinarse los antecedentes y propósitos de aquellas Operaciones que, conforme a las 

presentes Disposiciones, deban ser presentadas al Comité para efectos de su dictaminación como Operaciones Inusuales. En 

todo caso, los resultados de dicho examen deberán constar por escrito y quedarán a disposición de la Secretaría y la Comisión, 

por lo menos durante diez años contados a partir de la celebración de la reunión del Comité en que se hayan presentado tales 
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resultados. Para facilitar el proceso de identificación de Operaciones Inusuales, la Secretaría deberá asesorar regularmente a 

las Entidades y proporcionar guías, información y tipologías que permitan detectar Operaciones que deban reportarse conforme 

a las presentes Disposiciones. Asimismo, en el proceso de determinación de las Operaciones Inusuales a que se refiere la 

presente Disposición, las Entidades deberán apoyarse en sus documentos de políticas, criterios, medidas y procedimientos 

internos a que se refiere la 64ª de las presentes Disposiciones y, además de esto, considerarán las guías elaboradas al efecto 

por la Secretaría y por organismos internacionales y agrupaciones intergubernamentales en materia de prevención y combate 

de operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo, de los que México sea miembro, que dicha 

Secretaría les proporcione. 

 

- CÓDIGO PENAL FEDERAL 

Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita 

persona realice cualquiera de las siguientes conductas: I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, 

deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste 

hacia el extranjero o a la inversa, recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga conocimiento de que 

proceden o representan el producto de una actividad ilícita, o II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, 

origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o titularidad de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de 

que proceden o representan el producto de una actividad ilícita. Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto 

de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de 

que provienen directa o indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y no pueda 

acreditarse su legítima procedencia. En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen servicios de 

instituciones que integran el sistema financiero, para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público. Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, 

encuentre elementos que permitan presumir la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá ejercer 

respecto de los mismos las facultades de comprobación que le confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente 

puedan constituir dichos ilícitos. 

 

 


